
Cos administratiu C1
Aquest examen consta de 90 preguntes ordinàries i avaluables (de la 1 a la 90), més 10 de reserva (de la 91 a la
100). Si el tribunal acorda l’eliminació d’alguna pregunta de les ordinàries i avaluables, serà substituïda per alguna de
les de reserva, i en el mateix ordre.

Cuerpo administrativo C1
Este examen consta de 90 preguntas ordinarias y evaluables (de la 1 a la 90), más 10 de reserva (de la 91 a la 100).
Si el tribunal acuerda la eliminación de alguna pregunta de las ordinarias y evaluables, será sustituida por alguna de
las de reserva, y en el mismo orden.

1. Si se propone la revisión total de la Constitución, el primer paso es:

a) La disolución automática de las Cortes.

b) La aprobación del principio por mayoría de dos tercios de cada Cámara.

c) La aprobación del principio de revisión por mayoría de tres quintos de cada Cámara.

d) La creación de una comisión paritaria de diputados y senadores encargada de presentar un texto que será votado
por el Congreso y el Senado.

2. La iniciativa legislativa para la reforma constitucional se ejercerá por los mismos sujetos legitimados para
la iniciativa legislativa ordinaria, excepto:

a) Por el Gobierno del Estado.

b) Por el Congreso y el Senado.

c) Por las asambleas legislativas de las comunidades autónomas.

d) Por la iniciativa popular.

3. Según la Constitución, se garantiza el secreto de las comunicaciones salvo en caso de:

a) Resolución administrativa.

b) Flagrante delito.

c) Resolución judicial.

d) Declaración de cualquiera de los estados excepcionales.

4. La creación, modificación y supresión de las comisiones delegadas del Gobierno serán acordadas:

a) Por el Consejo de Ministros mediante real decreto.

b) Por el Pleno del Congreso de los Diputados.

c) Por el presidente del Gobierno.

d) Por la Mesa del Congreso de los Diputados.

5. El Gobierno de la nación cesa:

a) El día en que se aprueba el real decreto de disolución de las Cámaras.

b) Después de la celebración de las elecciones.

c) Cuando no prospera una moción de censura.

d) Cuando sea aprobada por parte del Congreso de los Diputados la iniciativa para procesar al presidente del
Gobierno por delito de traición o contra la seguridad del Estado.
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6. Para que se pueda plantear una acusación del presidente del Gobierno por traición o contra la seguridad
del Estado se requiere que la iniciativa presentada sea aprobada por:

a) Dos tercios de los diputados.

b) Tres quintos de los diputados.

c) Mayoría absoluta de los diputados.

d) Mayoría simple de los diputados.

7. Según la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, todos los actos y omisiones del Gobierno están
sometidos al control político:

a) De las Cortes Generales.

b) Del Congreso de los Diputados, en exclusiva.

c) De la jurisdicción contencioso-administrativa.

d) Del presidente del Gobierno.

8. El Tribunal Constitucional no puede ejercer sus funciones jurisdiccionales actuando en:

a) Pleno.

b) Sala.

c) Sección.

d) Comisión.

9. Señale la respuesta correcta en relación con la cuestión de inconstitucionalidad ante el Tribunal
Constitucional:

a) Solo pueden plantearla órganos jurisdiccionales colegiados.

b) La norma que se impugna puede tener incidencia o no en la decisión del caso conocido por el juez.

c) Solo puede impugnarse por esta vía una norma con fuerza de ley, en las condiciones que marca la Constitución.

d) Solo pueden plantearla magistrados del Tribunal Supremo.

10. El mandato del presidente del Tribunal Constitucional es de:

a) Tres años

b) Cuatro años.

c) Cinco años.

d) Nueve años.

11. Según la Constitución, las comunidades autónomas podrán asumir competencias en materia:

a) De fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica.

b) De legislación sobre propiedad intelectual e industrial.

c) De asistencia social.

d) De Administración de justicia.

12. La concurrencia del interés general para que el Estado pueda dictar una ley de armonización debe ser
apreciado:

a) Por la mayoría absoluta de cada Cámara.

b) A través de la aprobación previa de una ley orgánica.

c) Por la mayoría simple de cada Cámara.

d) A través de una ley marco de delegación.
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13. Los convenios entre comunidades autónomas para gestionar y prestar servicios que les sean propios
requieren:

a) Comunicación a las Cortes Generales.

b) Autorización de las Cortes Generales.

c) Exclusivamente, autorización del Senado.

d) Exclusivamente, autorización del Congreso de los Diputados.

14. La Constitución prevé que en los archipiélagos la administración propia de las islas corresponde:

a) A los cabildos o consejos.

b) A la agrupación de municipios.

c) A la provincia.

d) A las diputaciones provinciales.

15. Las condiciones en las que proceda el régimen del concejo abierto son reguladas:

a) Por los propios vecinos.

b) Por ley.

c) Por ley orgánica.

d) Por la Constitución.

16. Según la Constitución, los alcaldes son elegidos:

a) Por los representantes de los distritos municipales.

b) Por el Consejo Social.

c) Por los concejales o por los vecinos.

d) Por la Junta de Gobierno.

17. Entre las competencias de desarrollo legislativo y ejecución establecidas por el Estatuto de autonomía de
las Illes Balears se encuentra la materia:

a) Protección civil.

b) Expropiación forzosa.

c) Salvamento marítimo.

d) Propiedad industrial.

18. En relación con la lengua catalana, según el Estatuto de autonomía de las Illes Balears todos tienen:

a) El derecho de conocerla y utilizarla.

b) El derecho y el deber de conocerla y utilizarla.

c) El deber de conocerla y el derecho de utilizarla.

d) El derecho de conocerla y el deber de utilizarla.

19. Según el Estatuto de autonomía, los símbolos distintivos propios de cada isla son establecidos:

a) Por el propio Estatuto de autonomía.

b) Por acuerdo del consejo insular respectivo.

c) Por una ley del Parlamento.

d) Por la Comisión General de Consejos Insulares.

20. En los términos que se establezcan en la Constitución y el Estatuto de autonomía, corresponde a las Illes
Balears únicamente la función ejecutiva en la materia:

a) Alquiler de vehículos.

b) Actividades clasificadas.

c) Productos farmacéuticos.

d) Régimen local.
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21. La disolución anticipada del Parlamento balear procede por:

a) Acuerdo de la Mesa del Parlamento.

b) Expiración del mandato al cumplirse cuatro años desde la fecha de las elecciones.

c) Decreto del presidente de las Illes Balears.

d) Acuerdo del Consejo de Gobierno.

22. ¿Cuál es el plazo máximo para la convalidación parlamentaria de los decretos leyes aprobados por el
Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears?

a) Treinta días subsiguientes a su promulgación.

b) Treinta días subsiguientes a su publicación oficial.

c) Dos meses subsiguientes a su promulgación.

d) Dos meses subsiguientes a su publicación oficial.

23. Las atribuciones que son propias del presidente de las Illes Balears vienen determinadas:

a) En una ley del Parlamento, aprobada por mayoría absoluta.

b) De forma exhaustiva, por el Estatuto de autonomía.

c) Por una ley del Parlamento, aprobada por mayoría simple.

d) Por el Reglamento del Parlamento.

24. Indique la respuesta incorrecta en relación con las competencias del Gobierno de las Illes Balears:

a) Puede presentar proyectos de ley ante las Cortes Generales.

b) Puede suscitar conflictos de competencia ante el Tribunal Constitucional.

c) Le corresponde la ejecución del presupuesto general de la Comunidad Autónoma.

d) Participa en la elección de los miembros del Consejo Consultivo de las Illes Balears.

25. Según la Ley de régimen jurídico de la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, los
secretarios generales son:

a) Órganos directivos.

b) Órganos superiores.

c) Órganos asimilados a los consejeros.

d) Elementos organizativos básicos.

26. El Tribunal de Justicia de la Unión Europea:

a) Tiene su sede en Estrasburgo.

b) Tiene su sede en Luxemburgo.

c) Está formado por 15 jueces.

d) Está formado por 25 jueces.

27. En relación con el Parlamento Europeo:

a) Sus miembros son elegidos por un período de 4 años.

b) Sus miembros son elegidos por un período de 5 años.

c) Adopta las normas conjuntamente con la Comisión Europea.

d) No puede controlar políticamente a la Comisión Europea.

28. Actualmente, la Unión Europea está formada por:

a) 27 Estados miembros.

b) 28 Estados miembros.

c) 26 Estados miembros.

d) 29 Estados miembros.
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29. En relación con el sistema de Schengen:

a) Hace referencia a la libre circulación de capitales.

b) Hace referencia a la libertad de establecimiento.

c) Hace referencia a la libre prestación de servicios.

d) Hace referencia a la libre circulación de personas.

30. En relación con la libre circulación de trabajadores:

a) Sus beneficiarios son los trabajadores asalariados.

b) Sus beneficiarios son los trabajadores asalariados y autónomos.

c) Sus beneficiarios son los trabajadores autónomos.

d) Cualquier extranjero residente en un Estado de la Unión Europea se beneficia de dicha libertad.

31. En relación con la libre prestación de servicios:

a) Implica el desplazamiento permanente a otro Estado miembro para llevar a cabo una actividad económica.

b) Implica el desplazamiento no permanente a otro Estado miembro para llevar a cabo una actividad económica.

c) Sus beneficiarios son los trabajadores asalariados.

d) Exige la homologación previa de los títulos universitarios para llevar a cabo una actividad profesional.

32. La ley orgánica:

a) Su aprobación exige mayoría absoluta del Congreso, en una votación final sobre el conjunto del proyecto.

b) Es una ley básica.

c) No puede regular el régimen electoral general.

d) Puede regular cualquier materia.

33. Señale la respuesta incorrecta. En relación con la delegación legislativa:

a) Las Cortes Generales podrán delegar en el Gobierno la potestad de dictar normas con rango de ley sobre
materias no reservadas a ley orgánica.

b) La delegación legislativa puede otorgarse al Gobierno sin fijación del plazo para su ejercicio.

c) Las disposiciones del Gobierno que contengan legislación delegada recibirán el título de (reales) decretos
legislativos.

d) La delegación legislativa habrá que otorgarse al Gobierno de forma expresa.

34. Señale la respuesta incorrecta en relación con el real decreto ley:

a) Es una norma con rango de ley.

b) Su aprobación no depende de una delegación legislativa parlamentaria previa.

c) Es una disposición legislativa provisional, que debe ser convalidada por el Congreso de los Diputados.

d) Puede aprobarse como texto articulado o como texto refundido.

35. Señale la respuesta incorrecta. Según la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector
público:

a) Las administraciones públicas únicamente sirven el interés del Gobierno.

b) Las administraciones públicas actúan con sometimiento pleno a la Constitución, a la ley y al derecho.

c) Las administraciones públicas se relacionan entre sí a través de medios electrónicos y facilitan preferentemente la
prestación conjunta de servicios a los interesados.

d) Las administraciones públicas deben respetar el principio de confianza legítima.
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36. Los particulares pueden tener derecho a ser indemnizados por las administraciones públicas
correspondientes si el daño que sufren, entre otros requisitos:

a) Es efectivo.

b) Se produce en casos de fuerza mayor.

c) Es un daño que el particular tiene el deber jurídico de soportar de acuerdo con la ley.

d) No es evaluable económicamente.

37. En relación con los principios de la potestad sancionadora, señale la respuesta incorrecta:

a) Las normas definidoras de infracciones y sanciones no son susceptibles de aplicación analógica.

b) Las infracciones y sanciones prescriben.

c) Para la graduación de la sanción deberá considerarse la reincidencia.

d) Las sanciones administrativas podrán implicar privación de libertad.

38. Señale la respuesta incorrecta. De conformidad con la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento
administrativo común de las administraciones públicas, las administraciones públicas:

a) Deben respetar los derechos de las personas que se relacionan con estas administraciones.

b) Deben mantener un archivo electrónico único de los documentos electrónicos que correspondan a procedimientos
finalizados.

c) Emitirán los documentos administrativos por escrito, a través de medios electrónicos, a menos que su naturaleza
exija otra forma más adecuada de expresión y constancia.

d) Siempre pueden exigir la comparecencia de las personas ante las oficinas públicas, aunque así no esté previsto
en una norma con rango de ley.

39. Señale la respuesta incorrecta. La Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de
las administraciones públicas, tiene por objeto, entre otros asuntos:

a) La regulación de los requisitos de validez y eficacia de los actos administrativos.

b) La regulación del procedimiento administrativo común a todas las administraciones públicas, excluyendo el
sancionador.

c) La regulación del procedimiento administrativo común a todas las administraciones públicas, incluyendo el de
responsabilidad de las administraciones públicas.

d) Los principios a los que se ha de ajustar el ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria.

40. En cuanto a la actividad de las administraciones públicas, según la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del
procedimiento administrativo común de las administraciones públicas:

a) Los plazos establecidos por ley únicamente obligan a los interesados en los procedimientos administrativos,
nunca a las administraciones competentes para su tramitación.

b) Siempre que por ley o en el derecho de la Unión Europea no se exprese otro cómputo, cuando los plazos se
señalen por días, se entiende que estos son naturales.

c) Cada Administración dispondrá de un registro electrónico general.

d) Las personas jurídicas no están obligadas a relacionarse con la Administración por medios electrónicos.

41. De conformidad con la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las
administraciones públicas:

a) Una vez iniciado un procedimiento administrativo, ninguna persona, física o jurídica, puede personarse en el
mismo.

b) Se considerarán interesados en un procedimiento administrativo quienes lo promuevan como titulares de
intereses legítimos individuales, nunca colectivos.

c) En ningún caso tendrán capacidad de obrar ante la Administración los menores de edad.

d) Las uniones y entidades sin personalidad jurídica tendrán capacidad de obrar ante las administraciones públicas
cuando la ley así lo declare expresamente.
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42. Señale la respuesta incorrecta. Según la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo
común de las administraciones públicas:

a) Las administraciones públicas deberán garantizar que los interesados pueden relacionarse con la Administración
a través de medios electrónicos.

b) Cuando los interesados utilicen un sistema de firma de los previstos en la Ley 39/2015, su identidad se entenderá
ya acreditada mediante el propio acto de la firma.

c) No se entenderá acreditada la representación realizada mediante apoderamiento «apud acta» efectuado por
comparecencia electrónica.

d) En el caso de que los interesados optaran por relacionarse con las administraciones públicas a través de medios
electrónicos, se considerará válido a efectos de firma cualquier sistema que las administraciones consideren
válido y que cumpla con los requisitos establecidos en la normativa vigente.

43. Señale la respuesta incorrecta. De conformidad con la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento
administrativo común de las administraciones públicas, las administraciones públicas requerirán a los
interesados el uso obligatorio de firma para:

a) Formular alegaciones.

b) Presentar declaraciones responsables.

c) Formular solicitudes.

d) Interponer recursos.

44. Según la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las administraciones
públicas, los actos administrativos:

a) Se presumirán válidos.

b) Producirán efectos siempre desde la fecha en que se dicten.

c) Nunca serán objeto de publicación.

d) Pueden vulnerar lo establecido en una disposición de carácter general si proceden de un órgano de superior
jerarquía respecto al que dictó la disposición general.

45. En relación con el procedimiento administrativo común, señale la respuesta correcta. De conformidad con
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las administraciones públicas:

a) No puede iniciarse a instancia de parte.

b) Con anterioridad al inicio del procedimiento, el órgano competente podrá abrir un período de actuaciones previas.

c) Una vez iniciado el procedimiento administrativo, no cabe la adopción de medidas provisionales.

d) En un procedimiento administrativo, entre otras, podrán adoptarse medidas provisionales consistentes en el
depósito, la retención o la inmovilización de cosa inmueble.

46. Señale la respuesta incorrecta. De conformidad con la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento
administrativo común de las administraciones públicas, son nulos de pleno derecho los actos
administrativos:

a) Constitutivos de infracción penal.

b) Que incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico.

c) Dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido.

d) Dictados por un órgano manifiestamente incompetente por razón de la materia o del territorio.

47. Señale la respuesta incorrecta. De conformidad con la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento
administrativo común de las administraciones públicas:

a) Iniciado el procedimiento de revisión de oficio, el órgano competente para declarar la nulidad o lesividad podrá
suspender la ejecución del acto.

b) Las administraciones públicas podrán rectificar los errores materiales, de hecho o aritméticos existentes en un
acto administrativo en un plazo máximo de un año desde que se dictó el acto.

c) Las administraciones públicas podrán revocar, mientras no haya transcurrido el plazo de prescripción, sus actos
de gravamen o desfavorables.

d) Cuando las solicitudes de revisión de oficio que sean formuladas por los interesados no se basen en una causa
de nulidad, podrán ser inadmitidas a trámite.
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48. Señale la respuesta correcta sobre recursos administrativos:

a) El error o la ausencia de la calificación del recurso por parte del recurrente no será obstáculo para su tramitación,
siempre que se deduzca su verdadero carácter.

b) Contra los actos de trámite que determinen la imposibilidad de continuar el procedimiento no cabe la interposición
de ningún recurso administrativo.

c) Contra los actos firmes en vía administrativa no procederá el recurso extraordinario de revisión.

d) Con carácter general, la interposición de cualquier recurso suspenderá la ejecución del acto impugnado.

49. Señale la respuesta incorrecta en relación con la Ley 3/2003, de 26 de marzo, de régimen jurídico de la
Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears:

a) Los consejeros, además de las atribuciones que les corresponden como miembros del Gobierno, dirigen y
gestionan la actividad administrativa de la consejería en los sectores correspondientes.

b) La Ley 3/2003 no establece derechos de los ciudadanos en sus relaciones con la Administración de la Comunidad
Autónoma.

c) La competencia es irrenunciable y, con carácter general, la ejercerán los órganos administrativos que la tengan
atribuida como propia por el ordenamiento jurídico.

d) Corresponde a los consejeros dirigir y coordinar la actuación de los titulares de los órganos directivos de la
consejería.

50. Señale la respuesta incorrecta. Según la Ley 3/2003, de 26 de marzo, de régimen jurídico de la
Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears:

a) La Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears se estructura en órganos centrales y
periféricos, si bien estos últimos tendrán carácter excepcional.

b) Bajo la superior dirección del presidente y del Gobierno, la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes
Balears se estructura en órganos superiores y órganos directivos.

c) Las unidades administrativas son los elementos organizativos básicos de la estructura orgánica.

d) Para el ejercicio de las competencias, no se pueden crear órganos o unidades administrativas que funcionalmente
actúen fuera del territorio de la comunidad autónoma de las Illes Balears.

51. Según la Ley 3/2003, de 26 de marzo, de régimen jurídico de la Administración de la Comunidad Autónoma
de las Illes Balears, la Administración de la Comunidad Autónoma actúa:

a) Con sumisión a la Constitución y a la ley.

b) Con sumisión plena a la Constitución, al Estatuto de autonomía, a la ley y al resto del ordenamiento jurídico.

c) Con sumisión plena a la Constitución y al Estatuto de autonomía.

d) Con sumisión a la Constitución, al Estatuto de autonomía y a la ley.

52. De conformidad con la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de contratos del sector público:

a) El contrato de servicios implica la transferencia al contratista del riesgo operacional.

b) La contrapartida del contrato de concesión de servicios viene constituida, o bien por el derecho a explotar los
servicios objeto del contrato, o bien por dicho derecho acompañado del de percibir un precio.

c) Son contratos de servicios los que tienen por objeto la adquisición de bienes muebles.

d) En ningún caso podrán contratarse obras definidas mediante proyectos independientes relativos a cada una de
las partes de una obra completa.

53. Señale la respuesta incorrecta. De conformidad con la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de contratos del
sector público:

a) Podrá producirse la prórroga por el consentimiento tácito de las partes.

b) No podrá fraccionarse un contrato con la finalidad de disminuir la cuantía del mismo y eludir así los requisitos de
publicidad o los relativos al procedimiento de adjudicación que correspondan.

c) Siempre que la naturaleza o el objeto del contrato lo permitan, deberá preverse la realización independiente de
cada una de sus partes mediante su división en lotes.

d) Los contratos de concesión de obras tendrán un plazo de duración limitado, el cual se calculará en función de las
obras que constituyan su objeto, y se hará constar en el pliego de cláuaulas administrativas particulares.
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54. Señale la respuesta incorrecta. Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de contratos del sector público:

a) El contrato podrá prever una o varias prórrogas siempre que sus características permanezcan inalterables
durante el período de duración de estas.

b) Como regla general, los contratos de suministros y de servicios de prestación sucesiva tendrán un plazo máximo
de duración de cinco años, incluyendo las posibles prórrogas.

c) El objeto del contrato no debe ser determinado.

d) Los contratos de concesión de servicios tendrán un plazo de duración limitado, el cual se calculará en función de
los servicios que constituyan su objeto.

55. Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de contratos del sector público:

a) El valor estimado del contrato es el límite máximo de gasto que en virtud del contrato puede comprometer el
órgano de contratación, incluido el impuesto sobre el valor añadido.

b) No puede limitarse el número de lotes que pueden adjudicarse a cada licitador.

c) No es motivo válido para justificar la no división en lotes el hecho de que esta conlleve el riesgo de restringir
injustificadamente la competencia.

d) El objeto del contrato podrá definirse en atención a las necesidades concretas que se pretendan satisfacer, sin
cerrar el objeto del contrato a una solución única.

56. En una concesión de servicios:

a) El concesionario no está obligado a organizar y prestar el servicio con sujeción a las características establecidas
en el contrato.

b) La Administración no conservará ningún poder de policía para asegurar la buena marcha de los servicios.

c) El concesionario gestionará el servicio a su propio riesgo y ventura.

d) No son aplicables las técnicas de garantía del equilibrio financiero.

57. La llamada gestión indirecta de un servicio público supone:

a) Que el servicio público es gestionado por la propia Administración titular del mismo.

b) Que el servicio público se gestiona en colaboración con distintas administraciones públicas.

c) Que la recepción del servicio por el ciudadano está sujeta al pago de algún tipo de tasa o precio público.

d) Que la gestión del servicio público se articula, por ejemplo, a través de un contrato de concesión de servicios.

58. El contrato de concesión de servicios es, esencialmente:

a) Un contrato en virtud del cual el contratista tiene derecho a explotar los servicios objeto del contrato, que implicará
la transferencia al concesionario del riesgo operacional.

b) Un contrato mixto en el que se incluyen prestaciones correspondientes al contrato de suministro y al contrato de
servicios.

c) Un contrato de servicios que se desarrolla en terrenos declarados de dominio público.

d) Un contrato en virtud del cual el contratista tiene derecho únicamente a la contraprestación económica prevista en
el contrato, que siempre consiste en un precio cierto.

59. Con base en lo dispuesto por el Reglamento (UE) 2016/679 (Reglamento general de protección de datos),
¿cuál de las siguientes afirmaciones es incorrecta?

a) Según lo dispuesto por el artículo 30 del Reglamento, la obligación de llevar un registro de las actividades de
tratamiento se establece para los tratamientos que afecten a categorías especiales de datos personales.

b) Se entiende por «responsable del tratamiento» la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio u otro
organismo que trate los datos personales por cuenta del encargado del tratamiento.

c) Según lo dispuesto por el artículo 28 del Reglamento, el contrato entre responsable y encargado constará por
escrito, inclusive en formato electrónico.

d) Según lo dispuesto por el artículo 82 del Reglamento, toda persona que haya sufrido daños y perjuicios
materiales o inmateriales como consecuencia de una infracción del Reglamento tendrá derecho a recibir del
responsable o el encargado del tratamiento una indemnización por los daños y perjuicios sufridos.
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60. Señale la respuesta incorrecta. Según la Ley orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos
personales y garantía de los derechos digitales:

a) Los responsables y encargados del tratamiento de datos, así como todas las personas que intervengan en
cualquier fase de este, estarán sujetos al deber de confidencialidad.

b) Cuando se pretenda fundar el tratamiento de los datos en el consentimiento del afectado para una pluralidad de
finalidades, será preciso que conste de manera específica e inequívoca que dicho consentimiento se otorga para
todas ellas.

c) El tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales, así como a procedimientos y
medidas cautelares y de seguridad conexas, podrá llevarse a cabo para fines de prevención, investigación,
detección o enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales.

d) El tratamiento de los datos personales de un menor de dieciocho años solo será lícito si consta el del titular de la
patria potestad o tutela.

61. Señale la respuesta correcta sobre el Portal de Transparencia del Gobierno de las Illes Balears:

a) En el Portal de Transparencia del Gobierno de las Illes Balears se incluirá la información económico-
presupuestaria de la Administración General del Estado.

b) Únicamente pueden acceder al mismo Portal de Transparencia de forma gratuita los poderes públicos.

c) La información que se publique en el Portal de Transparencia del Gobierno de las Illes Balears responderá a los
principios de accesibilidad, interoperabilidad y reutilización.

d) En el Portal de Transparencia del Gobierno de las Illes Balears no se incluirá información sobre contratos.

62. El Portal de Transparencia del Gobierno de las Illes Balears:

a) Es una plataforma en la que, entre otra información, se pueden consultar los diferentes tipos de bienes de la
Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears.

b) No publica información sobre ética y buen gobierno.

c) No incluye información sobre la organización del Gobierno de las Illes Balears.

d) Es una plataforma gestionada por la Administración General del Estado mediante la que se puede acceder a la
información sobre el estado de los procedimientos administrativos que se tengan abiertos.

63. El derecho de acceso a la información pública podrá ser limitado:

a) Siempre que la Administración lo considere conveniente.

b) En ningún caso, para la protección de intereses económicos y comerciales.

c) En ningún caso, para la protección de datos personales.

d) En caso de que dicho acceso suponga un perjuicio para la protección del medio ambiente, de forma justificada y
proporcionada, atendiendo a las circunstancias del caso concreto.

64. En relación con los canales de atención y orientación a la ciudadanía, señale la respuesta incorrecta:

a) A través del buzón de atención del Punto de Acceso General Electrónico, la ciudadanía puede realizar consultas y
dudas en su relación con las administraciones públicas, en general, acerca de gestiones administrativas.

b) Las comunidades autónomas cuentan con una red de oficinas de información y atención al ciudadano.

c) Los ministerios y sus organismos dependientes cuentan con una red de oficinas de información y atención al
ciudadano.

d) La información general se facilitará obligatoriamente a los ciudadanos, siempre que acrediten su legitimación en
el asunto.

65. El Sistema de Interconexión de Registros (SIR):

a) Actualmente, no está activo.

b) Permite el envío de documentación en formato electrónico a oficinas de registro, únicamente si se encuentran
ubicadas en la misma provincia.

c) Impide a los ciudadanos presentar sus solicitudes a la Administración de forma electrónica.

d) Es la infraestructura básica que permite el intercambio de asientos electrónicos de registro entre las
administraciones públicas.
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66. Señale la respuesta incorrecta. Según dispone la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento
administrativo común de las administraciones públicas:

a) Cada Administración podrá elegir si debe disponer o no de un registro electrónico general.

b) Los organismos públicos vinculados o dependientes de cada Administración podrán disponer de su propio registro
electrónico plenamente interoperable e interconectado con el registro electrónico general de la Administración de
la que dependen.

c) Los documentos que los interesados dirijan a los órganos de las administraciones públicas podrán presentarse en
el registro electrónico de la Administración u organismo al que se dirijan.

d) Los registros electrónicos de las administraciones públicas deberán ser plenamente interoperables.

67. Señale la respuesta incorrecta. Según el Decreto 113/2010, de 5 de noviembre, de acceso electrónico a los
servicios públicos de la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, la Sede Electrónica
de la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears:

a) Debe contener el mapa de la estructura orgánica de la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes
Balears.

b) Debe contener la relación de los trámites administrativos que pueden realizarse por medios electrónicos.

c) Debe contener un enlace a la Plataforma de Contratación del Sector Público que permitirá el acceso a los perfiles
de contratante de todos los órganos de contratación incluidos en el ámbito de aplicación del Decreto 113/2010.

d) No debe contener la relación de días inhábiles a efectos del cómputo de plazos.

68. Señale la respuesta incorrecta en materia de interoperabilidad entre administraciones públicas:

a) La interoperabilidad no posibilita el intercambio de datos o información, sino únicamente la cooperación
organizativa entre administraciones públicas.

b) La Plataforma de Interoperabilidad de las Illes Balears (PINBAL) es una solución tecnológica desarrollada por el
Gobierno de las Illes Balears que hace posible la interoperabilidad entre las administraciones baleares y el resto
del Estado.

c) Las administraciones públicas se relacionarán entre sí a través de medios electrónicos que aseguren la
interoperabilidad de los sistemas y soluciones adoptadas por cada una de ellas.

d) Los registros electrónicos de todas y cada una de las administraciones deberán ser plenamente interoperables.

69. Señale la respuesta incorrecta. Según el Decreto 113/2010, de 5 de noviembre, de acceso electrónico a los
servicios públicos de la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears:

a) La información institucional y de los servicios incorporada en la Sede Electrónica de la Administración de la
Comunidad Autónoma de las Illes Balears estará disponible únicamente en lengua catalana.

b) Toda la información de la Sede Electrónica de la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears
es propiedad intelectual de la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears.

c) Se prohíbe la modificación no autorizada de la Sede Electrónica de la Administración de la Comunidad Autónoma
de las Illes Balears y de sus contenidos.

d) La Sede Electrónica de la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears contendrá los modelos
normalizados de los escritos que pueden presentar los ciudadanos mediante el registro electrónico.

70. Señale la respuesta incorrecta. Según la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo
común de las administraciones públicas:

a) Los documentos electrónicos que no formen parte de un expediente administrativo no requerirán de firma
electrónica.

b) Cada Administración pública determinará los órganos que tengan atribuidas las competencias de expedición de
copias auténticas de los documentos públicos administrativos o privados.

c) Las copias auténticas realizadas por una administración pública tendrán validez en el resto de administraciones.

d) Todos los documentos que se trasladen a un tercero a través de medios electrónicos se considerarán válidos, sin
necesidad de cumplir con otros requisitos.
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71. De conformidad con la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las
administraciones públicas:

a) Los documentos electrónicos se considerarán válidos si se trasladan a un tercero a través de medios no
electrónicos.

b) Los documentos electrónicos, para ser válidos, deberán incorporar los metadatos mínimos exigidos.

c) Los documentos electrónicos emitidos por las administraciones públicas que se publiquen con carácter
meramente informativo requerirán de firma electrónica.

d) Solo la Administración General del Estado podrá realizar copias auténticas de documentos administrativos o
privados.

72. En relación con el archivo de documentos, según la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento
administrativo común de las administraciones públicas:

a) Solo la Administración General del Estado deberá mantener un archivo electrónico único de los documentos
electrónicos.

b) Cada Administración deberá mantener un archivo electrónico único de los documentos electrónicos que
correspondan a procedimientos, tanto finalizados como no finalizados.

c) Los medios o soportes en que se almacenen documentos deberán contar con medidas de seguridad, de acuerdo
con lo previsto en el Esquema Nacional de Seguridad.

d) En ningún caso, los medios o soportes en que se almacenen documentos asegurarán la identificación de los
usuarios.

73. Con base en lo dispuesto por el Acuerdo del Consejo de Gobierno de 3 de mayo de 2021 por el que se
aprueba el III Plan de Igualdad entre Mujeres y Hombres de la Administración de la Comunidad Autónoma
de las Illes Balears (servicios generales) 2021-2024, uno de los «ejes» que se desarrollan en el Plan se
denomina:

a) Medidas de coordinación del Plan.

b) Empoderamiento de las mujeres.

c) Fomento de la conciliación de la vida personal, familiar y laboral.

d) Avance en la lucha contra la violencia de género.

74. Según el punto 4 del III Plan de Igualdad entre Mujeres y Hombres de la Administración de la Comunidad
Autónoma de las Illes Balears (servicios generales) 2021-2024, ¿a qué puesto de trabajo de la Dirección
General de Función Pública de la CAIB le corresponde la función de coordinar las políticas y los planes de
igualdad entre las mujeres y los hombres empleados públicos de servicios generales de la Administración
de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears?:

a) A la Jefatura de la Sección XII.

b) A la Jefatura del Servicio de Coordinación y Modernización.

c) A la Jefatura del Departamento de Coordinación y Modernización.

d) A la Jefatura de Servicios Sociales.

75. ¿Cómo se denomina el órgano colegiado adscrito al Ministerio de Igualdad en el que participan las
comunidades autónomas, las ciudades de Ceuta y Melilla y las entidades locales, así como diferentes
órganos y organizaciones relacionados con la lucha contra la violencia sobre las mujeres?

a) Grupo de Personas Expertas en la Lucha contra la Violencia contra la Mujer y la Violencia Doméstica.

b) Conferencia Sectorial Contra la Violencia Machista.

c) Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer.

d) Comisión Delegada del Gobierno contra la Violencia de Género.
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76. Con base en lo dispuesto por el Acuerdo del Consejo de Gobierno de 3 de mayo de 2021 por el que se
aprueba el III Plan de Igualdad entre Mujeres y Hombres de la Administración de la Comunidad Autónoma
de las Illes Balears (servicios generales) 2021-2024, ¿en cuántos «ejes» se desarrolla el Plan de Igualdad?

a) Seis.

b) Siete.

c) Ocho.

d) Nueve.

77. De acuerdo con el artículo 99 del Real decreto legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el
Texto refundido de la Ley del Estatuto básico del empleado público (EBEP), los principios que guían las
relaciones de cooperación entre las administraciones públicas en las materias objeto del EBEP son:

a) Los de colaboración y coordinación.

b) Los de cooperación y colaboración.

c) Los de cooperación y coordinación.

d) Los de cooperación y ejecución coordinada.

78. Según el artículo 5 del Real decreto legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto
refundido de la Ley del Estatuto básico del empleado público (EBEP), el personal funcionario de la
Sociedad Estatal Correos y Telégrafos:

a) Se rige exclusivamente por el EBEP.

b) Se rige por su legislación específica y, supletoriamente, por el EBEP.

c) Se rige por su legislación específica y, supletoriamente, por el Estatuto de los trabajadores.

d) Se rige por el EBEP y, supletoriamente, por el Estatuto de los trabajadores.

79. Según el artículo 19 de la Ley 3/2007, de 27 de marzo, de la función pública de la comunidad autónoma de
las Illes Balears, la prestación de servicios en régimen de relación no permanente:

a) No puede suponer derecho preferente para el acceso a la condición de personal funcionario ni para la adquisición
de la condición de personal laboral fijo.

b) Puede suponer derecho preferente para el acceso a la condición de personal funcionario y para la adquisición de
la condición de personal laboral fijo.

c) Puede suponer derecho condicionado para el acceso a la condición de personal funcionario y para la adquisición
de la condición de personal laboral fijo.

d) No puede suponer derecho preferente para el acceso a la condición de personal funcionario ni para la adquisición
de la condición de personal laboral fijo ni computarse en fase de concurso.

80. Marque la única circunstancia de las señaladas que, de acuerdo con el artículo 15 de la Ley 3/2007, de 27 de
marzo, de la función pública de la comunidad autónoma de las Illes Balears, hace posible el nombramiento
de personal interino:

a) Subvenir a necesidades urgentes, extraordinarias y circunstanciales de incremento de la actividad, por un plazo
máximo de 12 meses, dentro de un período de 18 meses.

b) Subvenir a necesidades urgentes, extraordinarias y circunstanciales de incremento de la actividad, por un plazo
máximo de 9 meses, dentro de un período de 12 meses.

c) La existencia de puestos de trabajo vacantes, cuando no sea posible su cobertura por personal funcionario de
carrera, por un máximo de 3 años.

d) La existencia de puestos de trabajo vacantes, cuando no sea posible su cobertura por personal funcionario de
carrera, por un máximo de 2 años.

81. De acuerdo con el artículo 67 del Real decreto legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el
Texto refundido de la Ley del Estatuto básico del empleado público, la jubilación forzosa de los
funcionarios públicos se declarará de oficio, con carácter general:

a) Al cumplirse los 65 años de edad.

b) Al cumplirse los 66 años de edad.

c) Al cumplirse los 67 años de edad.

d) Al cumplirse los 68 años de edad.
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82. De acuerdo con el artículo 44 de la Ley 3/2007, de 27 de marzo, de la función pública de la comunidad
autónoma de las Illes Balears, constituye un principio informador del acceso a la función pública:

a) El carácter reglado de los procedimientos selectivos.

b) La garantía de la dependencia del órgano de selección y de la imparcialidad de cada uno de sus miembros.

c) El fomento del acceso de las mujeres a aquellos sectores de actividad donde hay más porcentaje de hombres.

d) La discrecionalidad de los procedimientos selectivos.

83. De acuerdo con el artículo 69 de la Ley 3/2007, de 27 de marzo, de la función pública de la comunidad
autónoma de las Illes Balears, las modalidades de promoción interna del personal al servicio de la
Administración de la CAIB deben permitir:

a) El acceso del personal funcionario a cuerpos del grupo inmediatamente superior, siempre y cuando sean de la
misma naturaleza, general o especial.

b) El acceso del personal funcionario a cuerpos del grupo inmediatamente superior, independientemente de su
naturaleza, general o especial.

c) El acceso de personal laboral temporal a personal laboral fijo.

d) El acceso del personal funcionario de los cuerpos generales a los cuerpos especiales o al revés, exclusivamente
del mismo grupo.

84. De acuerdo con el artículo 19 del Real decreto legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el
Texto refundido de la Ley del Estatuto básico del empleado público, la carrera profesional y la promoción
del personal laboral se hará efectiva:

a) A través de los procedimientos previstos en el Estatuto básico del empleado público o, subsidiariamente, en la
legislación autonómica sobre función pública.

b) A través de los procedimientos previstos en la legislación autonómica sobre función pública.

c) A través de los procedimientos previstos en el Estatuto básico del empleado público o en el Estatuto de los
trabajadores.

d) A través de los procedimientos previstos en el Estatuto de los trabajadores o en los convenios colectivos.

85. De acuerdo con el artículo 135 y siguientes de la Ley 3/2007, de 27 de marzo, de la función pública de la
comunidad autónoma de las Illes Balears, la realización, por parte del personal de la Administración de la
CAIB, de actos encaminados a coartar el ejercicio del derecho de huelga:

a) Es una falta grave.

b) Es una falta leve.

c) Es una falta muy grave.

d) Es una falta muy grave si la huelga es legal.

86. Según el artículo 16 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de riesgos laborales, el plan de
prevención de riesgos laborales, la evaluación de riesgos y la planificación de la actividad preventiva
podrán realizarse de forma simplificada:

a) En las pequeñas y medianas empresas.

b) En las empresas de menos de 25 trabajadores.

c) En las empresas de hasta 50 trabajadores.

d) En atención al número de trabajadores de la empresa y a la naturaleza y peligrosidad de las actividades
realizadas.

Modelo: 1 Página 14 de 17



87. Según el artículo 33 del Real decreto legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto
refundido de la Ley del Estatuto básico del empleado público, están legitimados para estar presentes en las
mesas de negociación:

a) Las organizaciones sindicales más representativas a nivel estatal y de comunidad autónoma.

b) Las organizaciones sindicales más representativas a nivel estatal y de comunidad autónoma, y los sindicatos que
hayan obtenido el 15 % o más de los representantes en las elecciones para delegados y juntas de personal.

c) Las organizaciones sindicales más representativas a nivel estatal y de comunidad autónoma, y los sindicatos que
hayan obtenido el 10 % o más de los representantes en las elecciones para delegados y juntas de personal.

d) Las organizaciones sindicales más representativas a nivel estatal, y los sindicatos que hayan obtenido el 5 % o
más de los representantes en las elecciones para delegados y juntas de personal.

88. El principio de no afectación significa que:

a) Los ingresos públicos no pueden afectar situaciones particulares ya consolidadas.

b) Los ingresos públicos deben destinarse siempre a satisfacer el conjunto de las obligaciones económicas.

c) Los ingresos públicos deben destinarse a satisfacer el conjunto de las obligaciones económicas, a menos que por
ley se establezca la afectación a finalidades determinadas.

d) Los ingresos públicos están afectados a cada uno de los gastos públicos para los que están previstos.

89. La tramitación de los créditos ampliables requiere necesariamente:

a) La autorización previa del Consejo de Gobierno, a propuesta del consejero competente en materia de hacienda y
presupuestos.

b) La autorización previa de la Sindicatura de Cuentas.

c) La autorización previa del consejero competente en materia de hacienda y presupuestos.

d) La autorización previa de la Comisión de Presupuestos del Parlamento de las Illes Balears.

90. En relación con los tributos cedidos, señale cuál de las siguientes afirmaciones es correcta:

a) Son tributos cedidos los establecidos y regulados por el Estado, cuyo producto corresponda, total o parcialmente,
a las comunidades autónomas.

b) Todos los tributos estatales pueden ser cedidos a las comunidades autónomas, total o parcialmente.

c) Cuando los tributos cedidos sean de naturaleza personal, su atribución a una comunidad autónoma se realizará
en función del lugar donde estén situados los establecimientos, locales o negocios gravados por los mismos
tributos.

d) Cuando los tributos graven el consumo, su atribución a las comunidades autónomas se llevará a cabo en función
del domicilio fiscal del sujeto pasivo, salvo en el gravamen de adquisiciones por causa de muerte, en el que se
atenderá al del causante.

91. Señale cuál de las siguientes afirmaciones es correcta:

a) Los créditos para gastos siempre tienen la condición de ampliables.

b) Los créditos para gastos tienen carácter limitativo.

c) Los créditos para gastos se estructuran únicamente de acuerdo con la clasificación económica y por programas.

d) En ningún caso pueden aprobarse gastos de carácter plurianual, de acuerdo con el principio de especialidad
temporal.

92. Según las normas generales de actuación de las administraciones públicas previstas en la Ley 39/2015, de
1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las administraciones públicas:

a) Como regla general, la Administración no está obligada a dictar resolución expresa.

b) La Administración no está obligada a notificar la resolución en los procedimientos iniciados de oficio.

c) Se exceptúan de la obligación de la Administración de dictar resolución expresa los supuestos de terminación del
procedimiento por convenio.

d) La notificación de la resolución en los procedimientos iniciados a instancia de parte es opcional.
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93. Señale la respuesta incorrecta. De conformidad con la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia,
acceso a la información pública y buen gobierno, la publicidad activa incluye la obligación de las
administraciones públicas de publicar:

a) Información relativa a las funciones que desarrollan, a la normativa que les sea de aplicación, así como a su
estructura organizativa.

b) La información sobre las funciones de los altos cargos, omitiendo sus retribuciones al tratarse de información
confidencial.

c) Los proyectos de reglamentos.

d) Las subvenciones y ayudas públicas concedidas con la indicación de su importe, objetivo o finalidad y
beneficiarios.

94. Señale la respuesta incorrecta. De conformidad con el Decreto 113/2010, de 5 de noviembre, de acceso
electrónico a los servicios públicos de la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears:

a) La publicación en la Sede Electrónica de informaciones, servicios y transacciones respetará el principio de
accesibilidad.

b) La información institucional y de los servicios incorporada en la Sede Electrónica estará disponible, como mínimo,
en lengua catalana y en lengua castellana.

c) La información institucional y de los servicios incorporada en la Sede Electrónica estará permanentemente
actualizada.

d) Los empleados públicos de la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears no estarán
obligados a prestar atención personalizada a los ciudadanos, al estar la información y la documentación
disponible al público en la Sede Electrónica.

95. De conformidad con la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las
administraciones públicas, un acto administrativo nulo que haya puesto fin a la vía administrativa:

a) No puede ser revisado por las administraciones públicas.

b) Puede ser revisado por las administraciones públicas a solicitud del interesado, nunca de oficio.

c) Puede ser revisado por las administraciones públicas en un plazo máximo de cuatro años desde que se dictó el
acto.

d) Puede ser revisado por las administraciones públicas previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano
consultivo equivalente de la comunidad autónoma.

96. Señale la respuesta incorrecta. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de
octubre, del procedimiento administrativo común de las administraciones públicas, estarán obligados a
relacionarse a través de medios electrónicos con las administraciones públicas para la realización de
cualquier trámite de un procedimiento administrativo, al menos:

a) Las personas jurídicas.

b) Las entidades sin personalidad jurídica.

c) Las personas físicas.

d) Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse electrónicamente con la Administración.

97. Son leyes presupuestarias singulares:

a) Las que aprueben ampliaciones de crédito o incorporaciones de crédito.

b) Las que aprueben transferencias de crédito.

c) Las que aprueben créditos extraordinarios y suplementos de crédito.

d) No existen leyes presupuestarias singulares.

98. Señale la respuesta incorrecta. Según la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector
público, las administraciones públicas:

a) Deben actuar de forma objetiva.

b) En su actuación, deben respetar el principio de servicio efectivo a los ciudadanos.

c) En sus relaciones, deben respetar el principio de coordinación.

d) No deben actuar según el principio de simplicidad.
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99. Según el artículo 4 de la Ley 3/2007, de 27 de marzo, de la función pública de la comunidad autónoma de las
Illes Balears, los órganos consultivos de la Administración de la CAIB competentes en materia de función
pública son:

a) El Consejo Balear de la Función Pública, la Comisión de Personal de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears
y la Escuela Balear de Administración Pública.

b) El Consejo Balear de la Función Pública y la Comisión de Personal de la Comunidad Autónoma de las Illes
Balears.

c) El Consejo Balear de la Función Pública y la Escuela Balear de Administración Pública.

d) La Comisión de Personal de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears y la Escuela Balear de Administración
Pública.

100. En relación con la libre circulación de mercancías en la Unión Europea:

a) El euro como moneda tiene la consideración de mercancía.

b) Solo beneficia a las mercancías producidas en territorio de la Unión Europea.

c) Todas las mercancías que provienen de fuera de la Unión Europea tienen que pagar el arancel exterior común.

d) Los Estados miembros mantienen los aranceles nacionales que deben pagar las mercancías procedentes de
otros Estados.
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